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gellcraL habida, c~cnta de lo dispu~sto en el articulo 72 de la Ley de
StKICdadcs A,nommJs.. dc 17 d~JulJo de 1951 yen el 33 de los propios
Estatutos sociales de dICha Entidad segun el cual «el Consejo designado
en el <let9 co.ostitu1i\'0 gcnc!"a sus funciones por un plazo de cinco años.
a cuyo termmo se renovaran sus cargos».

2, Debe, por tanto. reiterarse la doctrina sentada en los fallos
citadus -avalada asimismo por la sentencia del Tribunal Supremo de 21
d{' .octubre de, 1,974- y c!1t~ndcr que el artículO 72 de la Ley de
SOClcdades Anommas se restringe a los Administradores nombrados en
el «acto constitutivo}), entendiendo esta expresión corno referida exclusi~

\'amente al propio con~rato de sociedad pactado entre los socios, de
modo que los nombranllentos efectuados por el órgano social no quedan
afectados por In limitatión legal del plazo de ejercicio del cargo,

3, Por lo demás, y como ya ha declarado este ('entro Directivo, no
pucd(' negarse el carácter de verdadera nota de calificación susceptible
de recurso gubernativo, el escrito incorporado al documento presentado
en ~l que se cxp¡:esa con suficiente clarida.d el dcfecto alegado por el
Rcg.lstrador. el litulo al que se refiere y su fecha y que aparece
debldJlliente firmado por el Registrador y sellado con el del Registro.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto
l'('\ocando el acuerdo y la nota del Registrador.

Lo que con devolución del expediente -original comunico a V. S. para
su conocimiento y demás efectos.

M,adrid. 20 de noviembre de 1991.-El Director general, Antonio Pau
Pedron.

Sr. Registrador mercantil de Madrid.

RESOLl..'C/ON de 2/ de noviembre de 1991, de la- Direc­
cidl/ Gel1aal de los Registros J' del No/ariado, en e/recurso
gulwmafil'o i11leflJl(esto por el Procurador de los Tribunales
don Amonio Garet"a ]leves CarriólI, en l10mbre de
((PI"(}(I/1/10 Comercial, Socit~dad LimifadwI, contra la Ilega­
lÍl'a dd Regis(rador de la Propiedad de Ofllt:'ffieflle a
('al/ccfar dC(('rfllif/adas anotaciones prel'eillims de
embargo, en l'irlUd de apelación del sellar Registrador,

En el recurso gubernativo interpuesto por el Procurador de los
Tribunales don Antonio Garda Reyes Carrión: en nombre de «Proinmo
COl1)l'rcial, Sociedad Limitad¡¡), contra la negativa del Registrador de la
Propiedad de Onteniente a cancelar determinadas anotaciones preventi­
vas de embargo, en virtud de apelación del señor Registrador.

HECHOS

En procedimiellto ejecutivo número 29611987, ante el Juzgado de
Primera Insl<lncia numero 1 de los de Alcoy, promovido por el «Banco
de Bilbao, SOCiedad Anónima», contra don Francisco Bordcría Castellón
y su esposa. en reclamación de 898.858 pesetas de principal y 450.000
pesctas dc intereses y costas se dictó sentencia de remate por el Juez
corrc~pondiente,el dia 28 de diciembre de 1987, ordenando el embargo
de tres fincas propiedad de los deudores, adjudicándose dichas fincas el
dia 20 de septiembre de 1988, en ,la segunda subasta, a «Proinmo
Comen:ial, SOClcdad Limitada», por 1.385.000 pesetas. El dia 5 de
díciembre de 1988 el Juez de Primera Instancia expidió mandamiento
por el que se notificaba al Registrador de la Propiedad que la Resolución
habia ganado fínneza y se le requeria para que proceda a la cancelación de
la anotación· preventiva de embargo practicada en su dia respecto a
las tres lincas citadas, trabadas a losdcmaridados en el procedimiento,
asi como para que cancele las anotaciones: e inscripciones que se
hubieren efcctuado con posterioridad a la misma, a cuyo fin se hace
constJr que el impone de la venta no fue suficiente para cubrir el
impone del principal. intereses y costas reclamadas en el procedimiento
presente.

11
Presentado el anterior mandamiento en el Registro de la Propiedad

Jc Ontenicnte, fuc calificado con la siguiente nota: <<:Suspendida la
anotación instada y tomndn anotación de suspensiónn del precedente
docUl:ncnto en los tomos, libros, folios y bajo los numeros que se
apostlllan en las descripciones de las fincas por cuanto existiendo
sobrante del precio de venta en relación con la responsailidad garanti·
ZJda, no se ha puesto a disposición' de acreedores posterio­
res-Artículo 175.2 R. Hipotecario. Onteniente, 26 de diciembre de
1988.-EI Regislrador.-Fdo" Maria Consuelo Ribera PonL»

111
Ante la referida calificación. el ilustrisimo Juez del Juzgado de

Primera Instancia numero I de 195 de Aleoy ex.pidió nuevo manda-

¡llliento de ampllaciÓn en el que notifica I?- r~solucIÓ~ que ha ganado
firmezn de 8 de fcbrC'fo de 1988. en que se lOdlea taxalivamente,que no
ha C'xistido sobrante toda sel que la tasación de costas, que ha adquirido
firmeza, supcra con creces el valor del remate, ordenando al Regístrador
inmediato alzamiento de la suspensión y la practica de cancelación
ordenadJ de las cargas posteriores y no prdcrentes respecto a las fincas
Jnteriormentc menCIOnadas, Presentado dicho mandamiento en este
citado Registro de la Propiedad, fue calificado con la siguiente nOlJ:
«Figurando én el Rcgi<;tro prescntado y vigente bajo el
número 2.6 17/32. de fccha 10 de diciembre pasado, el mandamiento de
cancelación del que el presente escomplcmentario, se reitera la nota de
calificación al píe del mismo quc· literalmente dice: "Suspendida la
anotación mstada y tomada anotación de suspcnsióu del precedente
documcnto en los tomos, lihros, folios y bajo los n(¡nieros que se
apostillan en las descripciones de las fincas, por cuanto existiendo
sobrnnle del precio de venta en relación con la responsabilidad
gJralltilada, no se ha puesto a disposiCIón de los acreedores posterio-­
rcs.-Artículo 175.2 R. Htpotccario,-Onteniente. 26 de diciembre de
1988.-EI Registrador.-Fdo. María Consuelo Ribera PonL-Sello del
Registro".-Onteniente. 17 de febrero de 1989.-EI Registrador.-Fdo.,
María Consuelo. Ribera Pont».

IV

El Procurador de los Tribunales don Antonio Garcia Reycs earrión,
en representación de «Proinmo Comercial, Sociedad Limitada», inter~

puso recurso ·gubernativo contra la anterior calificación, ), alegó: Que se
considera quc la expresada nota de calificación es improcedente por
cuanto que en los mandamientos a los que se hace referencia en este
recurso se hace constar que no hubo sobrante del importe de la venta
efectuada en pública subasta porque no fue suficiente para cubrir el
ili1P0l1C de principal, intereses y costas reclamados en el procedimiento
y, por tanto, dcberian haberse practicado las cancelaciones ordenadas en
dichos mandamientos. Oue como fundamentos de derecho cabe citar los
articulas 1.520 de la Ley de Enjuiciamíento ,Civil, 99 y 175.2 del
Reglamento Hipotecario y reiteradas Resoluciones de la Dirección
General de los Regimos y del Notariado que indican que en los
documentos expedidos por la autoridad judiclallos Registradores de la
Propiedad se limitarian a calificar la competencia, congruencia y
modalid;;¡des de los mismos. por lo Que se considera que en el presente
asunto el Registrador se ha excedido en las atribuciones conferidas por
la Ley y el Rcglamento Hipolecario. 1

V

La Registradora de la Propiedad. en defensa de su noUl., informó:
Que una simple operación matemática permite comprobar que la suma
total garantizada y reclamada ascendia a la cantidad de 1.308.258
pesem, inferior a la cantidad de 1.385.000 pesetas. importe del precio
de venta en subasta:- por ello, el mandamiento de cancelación fue
calificado con la nota objcto de recurso, que fue reiterada en el
mandamíento de ampliación. Que la matería debatida en este recurso
aparece resuclta en las Resoluciones de 27 de julio de 1988, en asunto
similar. Que se deben analizar las siguientes cuestiones: A) Competencia
de los Registradores de la Proptedad en la calificación de documentos
judicialcs.-Que el recurrente parece confundir lo que son obligaciones
del Rl'gistrador, con lo que pudieran ser atribuc:_iones o prerrogativas del
mismo. El Registrador tiene obligación de calificar: Artículos 18 y99 de
la Ley Hipotecaria. Dclarticulo 100 del Reglamento result-an determi­
nados los línlÍtes a la calificación de los documentos judiciales. En este
punto cabe destacar las Resoluciones de 4 de diciembre del 929, de 17
de julio de 1935, y de 30 de abril de 1936, aparte de la referida de 1988.
B) La cifra de responsabilidad asegurada por las anotaciones de embargo
como cifra máx.ima de garantía a favor del acreedor y frente a terceros.
Quc el articulo 1.520 de la 'Lcy de Enjuiciamiento Civil deja a salvo lo
prevenido en los artículos 1_516 y 1.517 de la misma. Que el caso que
se contempla csel prevenído en el citado artículo 1.517. Que en virtud
de lo anterior es necesario analizar el 'carácter y función de ¡as
nnotaciones preventivas de embargo, en particular en lo referente a la
cuantia de la responsabilidad garantizada como cifra de garantía frer'!l':
a terceros, en concreto frente a posteriores acreedores anotan tes. En este
punto hay que citar lo dispuesto en los articulos 166, párrafo 3.° y 167
del Reglamento Hipotecario. Que la función de las anotacione!t de
embargo como medio de publicidad frente a terceros es, asimismo
reconocida por la doctrina hipotecaria. Que como consecuencia, hay que
<l11adir: a) De resultas del principio de especialidad es necesana la
fijación de una cifra má:uma de responsabilidad reclamada y garanti­
zada (articules 166.3.° y 167 del Reglamento Hipotecario), \' b) de
rcsultas del principio de Pllblicídad. sólo dentro de los limites'de esas
cantidades reclamadas y garantizadas, publicadas en el Registro. han de
verse afcctados los eventuales terceros, adquirentes o anotantes posterio­
res; y ello sin perjuicio de las posibles preferencias de créditos, a discutir.
en su caso, fuera del marco del juicio ejecutivo y de la prioridad
estrictamcnte registra!. Este mismo es el criterio de la repetida Resolu·
clón dc 27 de julío de 1988; relacionándola con el tenor del art(c~lo 223
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En Madrid. a diez de diciembre_ de mil novcciC'ntos noventa y uno,
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RESOLUCION de la de diciembre de /991. de la Secreta­
da General Tecl/ica, por la que se da publicidad al
CO/11'L'llio de colaboración clltre el Consejo General del
Poder Judicial, c!l¡-Jinistel"io dc Justicia vel Gobierno de la
Comunidad Foral de Nal'arra para la a/;/icadón J(' medios
y sistcl1Ia.'! i¡~f'orl11dticos cn v/ganos judichtlC5 de dicha
COl1lunidad.
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El excelentísimo sellor don Pascual Sala Sánchel, en su calidad de
Pre~~eJ1tcdd ~onseJo General_del Podcr Judicial,

Habiéndose suscrito entre el Consejo General del Poder Judicial. el
Ministerio de Justicia v el Gobierno de la Comunidad Foral de Navarra
un Convenio de colaboración para la aplicación de 'medios y sistemas
informáticos en órganos judiciales de dicha Comunidad, y en cumpli­
mIento de lo dispuesto en el punto noveno del Acuerdo del Consejo de
Ministros de 2 de marzo de 1990, sobre Convenios de colaboración entre
la Administración del Estado y las Comunidades Autónomas, procede
la publicación cn el «Boletin Oficial del Estado» de dicho convenio, que
figura como anno de esta Resolul.:rón.

Lo que se hace público a los efectos oportunos.
Madrid, 20 de diciembre de 1991.-El Secretario general tCcnico,

Joaquín de Fuentes Bardaji. '

CONVENIO DE COLABORAClON ENTRE EL CONSEJO GEl'E­
R·IL DEI. PODER JUDICIAL, EL ~IINISTERIO DE JliSTlCIA y
EL GOBIERNO DE LA COMUNIDAD FORAL DE NA \"ARRA
PAR.\ LA ,IPUC.\ClON DE MEDIOS Y SISTEALIS INFORAL\TI-

COS EN ORGANOS JUDICIALES DE DICHA CO\ILNlDAD

petICIón de rNenclóndel sobrante que en aquel resulte después de
:Hendidas todas las responsabilidades que en el se hayan hecho valer
(articülos L516.2.0 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 1.165 del
Código Civil), bien mediante la promoción del correspondiente procedi­
miento de ejecución colectiva si scdiercn los presupuestos para ello.
caso en que se haria el pago por el orden que corresponda (v..
articulas 1.912 y siguientes del Código Civil, 1.156 y sigui<:ntes de la
ley de Enjuiciamiento Civil y, en su caso, los correspondientes a la
legislación mercantil).

5. En el primero y tercero de los casos señalados, el orden de cobro
será el que resulte de la respectiva preferencia entre los creditos
concurrentes (v., artículos 1.520,1.536 y 1.286 Ysiguientes de la Ley de
Enjuiciamicnw CivíJ). En el segundo. en cambio, se establece clara~

mente que con independencia de la preferencia entre el credito del actor
yel de quien hubiere solicitado J<¡ rell,.~nción del sobrante, éste se limitará
exclusivamete al remate que resulte desplJes de satisfecho íntegramente
el actor de todo cuanto le corresponda percibir, así como por capital e
intereses, comó por costas. Los artkulos 1.516.2.u y !.520.1.\l no pueden
ser m~ls categóricos al respecto: Todas las sumas realizadas en el
procedimIento quedan afectns a la íntegra satisfaCCión del actor. y sólo
después de producida ésta, se dctcnninnrá el sobrante 'lile sern retenIdo
en bendicio de otros acreedores personales del deudor que no hubiesen
interpuesto y lriunfndo en la oportuna tercería de mejor derecho.

6. Así pues. si prescindiendo del procedimIento de ejec,ución
colectiva, es precisa la interposición y estimación de la oportuna terccria
de mejor dcrecho para que un acreedor distinto del ejecutante se
anteponga a éste en el ('Obro con cargo al bicn trabado y rcmat<1do.
dificílmcntc podrá admitirse que, por la cómoda via de la incoación de
un nuevo procedimiento contra el embarg"1do y la obtención de un
segundo embargo (anotado) sobre el mismo bien, 'pueda cualquier otro
acreedor -que por 1<1 anotación primera ya conoció o_pudo conocer por
el Rcgis.tro mismo que estaba emablado un procedimiento dc ejecu.C1ón
sobre el mismo bicn- menoscabar el legitimo derecho qUl' al pruHer
anotante atribuyen los articulas 1.516 y 1.510 de la Ley de EnjuiCIa­
miento Civil, restringiendo a la cantidad consignada en su apotaclón -y
no a todas las sumas realizadas- la pretl'nsión del primer ejecutante de
cobro integro y preferente con c:lrgo al precio de remate del bien trabado
y en el procedimiento por él instado.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso, confir­
mando el aulO y revocando la nota dd Registrador.

'Lo que, con devolución del e.'qx.'dielltc original, comunido n V. E.
para su conocinliento y demás efectos.

Madrid. 21 de noviembre de 1991.-El Director generaL Antonio Pau
Pedrón.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Comuni~

d;¡d V..llt'nc¡ana.
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El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad
Valcncrana revocó la nota del Registrador, fundándose en que al no
existir solvente alguno, \,omo se hizo constar en el·· pertinente d(lcu~
mento, a tenor de Jo dispuesto en los artículos 1.520 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil, y 175.2.° del ReglamentoHipotccario. procedia
anotar la cancelación acordada en el pC'ninentc Juicio ejccutiyo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

El Magistrado-Juez del Juzgado de Primera Instancia número 1 de
los de Alcoy informó: Que la Resolución de 27 de julio de 1988, en la
que fundamenta su acuerdo la señora Registradora. se refiere a un
procedimiento sumario, instado al amparo de cuanto previene el
articulo .131 de la Ley Hipotecaria,sin que en ninguno de sus pasajes
se aluda ni por asomo a la legitimidad de la extrapolación de tales
preceptos al procedimiento contemplado en los artículos de la Ley de
Enjuiciamiento Civil, cuando se trate de reServa de sobrantes a favor de
titulard de cargas posteriores o no preferentes y que por el proveyente
en el auto transcdto en el mandamiento dcsp.'lchado, ya se intentaba
llamar la atención de la señora Registradora- sobre el hecho de.que, de
haberse :tralado de una causa de aquella condición, muy distintos
hubieren sido sus términos. Que las resoluciones a transcribir en los
mandamientos que se despachen al Re$.istro de la Propit.'dad habrán de
haber causado firmeza sicmpre. Que mientras el legislador no se percate
de la úrgente necesidad de reforma de los, articulas 131 de la Ley
Hipotecaria y 1.520 de la Ley de Enjuiciamiento Civíl, en orden a
ampliar en beneficio del ejecutado y terceros su personal ámbito tutelar,
por imperativo constitucional habrá de estarse a cuanto previene la
normativa vi~ente, so pena de vulnerar la Constitución yel artículo I

- del Código, Civil. .

Y.I1,

del Reglamento Hipotecario y la Resolución de 6 de septiembre de 1988,
y e) El árticulo 175.2 del Reglamento Hipotecario y los derechos de los
acreedores pospuestos con posterioridad a la ejecución del embargo
preferente. Este precepto es consecuencia y conclusión de todo lo
expuesto. Que, en conclusión, lo expuesto determina la imposibilidad de
despachar el mandato judicial cancelatorio presentado, en tanto no se
acredite el depósito oportuno a favor de los titulares de los asientos a
cancelar, de la diferencia entre el precio del remate y el crédito del actor
hipotecariamente garantizado.

VI

Vistos los, artículos 1.516, 1.517 Y 1.520 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil; 38.V, 131.17 y 134 de la Ley Hipotecaria; 166, 167. 175,2,223 y 233
del Reglamento Hipotecaría y la Resolución de 27 de julio de 1988.

l. .En el presente recurso se debate sobre la virtualidad cancclatoria
de un mandamiento judicial dictado en autos de juicio ejecutivo,
respecto de las anotacIones de embargó posteriores a la ordenada ~n

aquel procedimiento a favor del actor, habida cuenta que el precio de
remate del bien trabado fue superior a lo que por-princÍfxll. intereses y
costas se' consignó en la anotación del embargo ordenada en dirbo
procedimiento, y que no se expresó en el mandamiento canedatorio
cuestionado que dicho exceso haya sido puesto a disposición de los
titulares de las anotaciones de embargo postcriotes, cuya cancelación se
ordena. sino que en el se manifiesta que no hubo s.obrante, toda vez que
el importe definitivo de las costas causadas superó con creces la cantidad
inicialmente estimada para cubrir éstas.

2. Se' trata de una materia ardua y de dificil solución debido a su
ubicación en la confluencia dc·ramas diversas del ordenamiento juridico
(Derecho Procesal. Derecho Hipotecario y Derecho Civil) y a la
dispersión y carácter fragmentario de la normativa al respecto, que se ha
ido produciendo de una manera gradual. y sin procurar una adecuada
;lrmoniz,ación de las sucesÍ\'as modificaciones con el esquema norma­
tivo general eI1 el que se insertaban.

J Oc las normas civiles e hipotecarias resulta que la anotación
preventiva de embargo no confiere por si ninguna preferencia sustantiva
en relación mn los créditos ya'existentes cuand() la anotación se practlca
(cfr. artículos 44 de la Ley Hipotecana y 1.923.4.° del Código Civil) y
que en nada se alteran, tampoco, las reglas procesales de ejecución
singular o colectiva de los créditos ni I¡¡s establecidas para hacer valer
el mejor derecho que el acreedor -tengJ. o no en su lavar anotación
preventiva de cmbargo- pudiera ostentar frente a un acreedor ejecutante
en cuyo favor estuviere practicada con anterioridad anotación de
embargo.

4. En nuestro sistema procesal. es principio incontrovertido que
embargado un bien del deudor para la efectividad de cierta deuda suya.
cualquier otro acreedor meramente personal de aquel que pretenda
cobrarse con cargo al bien trabado. deberá concurrir al proc.edimiento en
que se decretó la traba, bien por la vía de la tercería de mejor der~~cho,

por considerar que su crédito es prc!ercnte al del actor (artículos 1.532
y s~g~ient~s de la Ley de Enjuiciamiento Civ¡l), bIen por la vía de la

~.. ,


